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IRREVOCABILIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE ADJUDICACIÓN: 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS Y CONSIDERACIONES GENERALES1 

 
 

Mitchelle Rincón Rodríguez2 
 
 

RESUMEN. Para finalizar el análisis de la licitación pública es necesario 
estudiar con completitud y detalle cada uno de los aspectos de la 
«adjudicación» y, concretamente, de las dimensiones y alcances del acto 
administrativo que la materializa, eligiendo la oferta más favorable. En esa 
medida, también es importante examinar la posibilidad de que la 
Administración revoque este acto, es decir, la decisión unilateral de quitarle 

los efectos de la adjudicación. Concretamente en esto se centra el escrito, en 
el que se propone estudiar la fundamentación jurídica, el procedimiento para 
tramitarla y las características generales de la actuación.  

 
 
Introducción  

 
Finalizando el trámite de la licitación pública, terminada la evaluación de las 

ofertas presentadas, cumpliendo las etapas previas y con observancia de los 

requisitos del pliego de condiciones, la entidad adjudicará el contrato. En esa 

medida, expide un acto administrativo motivado en el que define qué oferente 

presentó la oferta más favorable, determinando que será su cocontratante. Así lo 

explica Marienhoff, al señalar que esa es una etapa fundamental, porque «[…] 

tiende, precisamente, a permitir una adecuada “adjudicación”, efectuándose así la 

selección concreta del cocontratante»3.   

La decisión supone que la entidad eligió al futuro contratista, por lo que, 

como explica Escobar Gil, la adjudicación se constituye como la aceptación de una 

oferta, aunque no perfeccione el contrato, sino que se limita a crear una obligación 

correlativa de la entidad y el oferente de celebrar el contrato, formalizándolo4.  

Igualmente, Palacio Hincapié explica que la adjudicación «traba» la relación 

 
1 Este ensayo, escrito para la sesión del 18 de febrero de 2023, hace parte de la labor 

de apoyo a la investigación que el Auxiliar de Investigación realiza al interior del Grupo de 

Estudio de Derecho Público adscrito al CEDA, para cuya preparación recibió la orientación 

del Profesor Cristian Andrés Díaz Díez, y se utiliza no solo para enriquecer el trabajo que el 

Investigador Principal adelanta al interior del CEDA –que finalmente aprovecha para 

construir el texto definitivo–, sino también para beneficio de toda la comunidad académica. 

La línea de investigación en la que se enmarca el ensayo es el Régimen de la Contratación 

Estatal, dirigida por el Profesor −Investigador Principal− Fabián Gonzalo Marín Cortés.     
2 Auxiliar de Investigación del Grupo de Estudio de Derecho Público, Nivel V básico, 

adscrito al Centro de Estudios de Derecho Administrativo −CEDA−. 
3 MARIENHOFF, Migue S. Tratado de derecho administrativo. Tomo III-A. 4° Edición. 

2° Reimpresión. Buenos Aires: Abelodo-Perrot, 2011. p. 188. 
4 ESCOBAR GIL, Rodrigo. Teoría general de los contratos de la Administración 

Pública. Bogotá: Legis editores S.A., 2000. p. 213. 
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obligacional de las partes, por la cual se comprometen ambas, definiendo que la 

aceptación de esta excluye cualquier otra intención diferente a contratar5.  

Por lo anterior, el efecto jurídico principal es la obligación de los sujetos de 

suscribir el contrato, por lo cual se entiende que la voluntad de ambos quedó 

expresada, por lo que están supeditados a ese compromiso, surgiendo derechos y 

obligaciones correlativos. Así que la entidad puede exigir que el adjudicatario 

celebre el negocio y a pretender lo mismo de la entidad. La existencia de los efectos 

jurídicos se refuerza con las características que el ordenamiento le otorga al acto, 

concretamente, la obligatoriedad, presunción de legalidad y seguridad jurídica.  

En consecuencia de lo anterior, el Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública –EGCAP– introdujo una regulación especial al acto de 

adjudicación, otorgándole rasgos especiales y diferenciales de los demás actos 

contractuales –y en general, de todos los actos administrativos–, lo cual se reflejó 

en el principio «general» de irrevocabilidad, salvo las excepciones legales que se 

explicarán posteriormente.   

La peculiaridad e importancia de la imposibilidad de revocar el acto de 

adjudicación, como regla general, implica estudiarlo en el marco de un análisis 

profundo de la licitación pública. Por esto, el escrito se centra en el estudio del 

procedimiento, identificando su fundamento jurídico, trámite y consideraciones 

generales.  

 
1. Irrevocabilidad del acto administrativo de adjudicación: fundamento 
normativo   
 

La revocatoria de los actos administrativos –incluyendo el de adjudicación– es la 

actuación administrativa mediante la cual la Administración deja sin efectos su 

propia decisión. La Sección Tercera del Consejo de Estado definió la revocatoria 

directa de los actos administrativos como una facultad de autotutela de la 

Administración, mediante la cual controla sus propios actos, dejándolos sin 

efectos, y en consecuencia, retirándolos directamente del ordenamiento, sin 

necesidad de pronunciamiento judicial6. Jorge Enrique Santos explicó que es un 

tipo de «extinción» de los actos en sede administrativa, guardando concordancia 

con lo expresado por la Corporación7.  

 
5 PALACIO HINCAPIÉ, Juan Ángel. La contratación de las entidades estatales. 8ª ed. 

Medellín: Librería Jurídica Sánchez R. S.A.S., 2020. pp. 346-347. 
6 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de marzo 

de 2015. C.P. Hernán Andrade Rincón. Exp. 28.752. 
7 SANTOS RODRÍGUEZ. Jorge Enrique. Construcción doctrinaria de la revocación 

del acto administrativo ilegal. Universidad Externado de Colombia, 2005. p. 27. En el 
mismo sentido, Santofimio Gamboa explica que la directa –unilateral–: «[…] se trata de un 

mecanismo unilateral de la administración que le otorga el legislador, con el fin de revisar 
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 La Sección también explicó que es un medio de control ejercido por las 

entidades públicas respecto de sus actos, permitiéndoseles decidir sobre asuntos 

decididos para corregir directa –o a petición de parte– actuaciones lesivas del 

ordenamiento8. En esa medida, el legislador le confiere a la Administración la 

potestad de «eliminar» del ordenamiento sus decisiones, pero en casos particulares, 

previamente definidos, logrando equilibrar la competencia con el derecho de los 

ciudadanos y preservando la seguridad jurídica.  

 Así, normas especiales como el EGCAP o las normas generales de 

procedimiento –actualmente definidas en el CPACA– establecen reglas sobre la 

revocatoria directa de los actos, como es el caso de la adjudicación. La inclusión de 

esta regla en la normativa contractual es común a los anteriores estatutos. Desde 

el Decreto 150 de 1976 –artículo 27– se definió que la resolución de adjudicación 

es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. Nótese que el legislador creó 

una regla general y sin excepción sobre la revocabilidad, porque no definió ninguna 

causal que exonere al acto de esa característica, y le permita a la Administración 

suprimir la adjudicación. 

 Como es común en algunas de las normas, aunque el Decreto 222 de 1983 

derogó al Decreto 150, en el artículo 35 reprodujo la regla, estableciendo que una 

vez ejecutoriada la resolución de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y 

al adjudicatario. Así que, nuevamente, el estatuto contractual eliminó la posibilidad 

de que la Administración deje sin efectos la adjudicación, obligando a que se celebre 

el contrato en «todos» los casos.  

 Nuevamente, el Decreto 222 fue derogado por una de las normas que integra 

el EGCAP, la Ley 80 de 1993, que integró la misma norma y con igual alcance9. El 

texto original de artículo 11 dispuso que el acto de adjudicación es irrevocable y 

obliga a la entidad y al adjudicatario10. El legislador mantuvo esta regla del acto de 

 
sus propias actuaciones y dentro del contexto de la actuación oficiosa, sacar del tránsito 

jurídico decisiones por ella misma adoptadas» (SANTOFIMIO, Jaime Orlando. El acto 
administrativo: procedimiento, eficacia y validez. 2ª ed. Bogotá: Universidad Externado de 

Colombia. 1994. p. 226). 
8 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de marzo 

de 2015. C.P. Hernán Andrade Rincón. Exp. 28.752. 
9 Esta conclusión se apoya en lo señalado por el Consejo de Estado, quien definió que 
mediante el artículo 30, numeral 11, de la Ley 80 de 1993 se dispuso una norma especial 

con relación al acto de adjudicación, porque aunque tiene naturaleza del acto 

administrativo, lo sustrajo de la posibilidad de controlarse mediante la revocatoria directa 

(CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de marzo de 

2015. C.P. Hernán Andrade Rincón. Exp. 28.752).  
10 La disposición señalaba: «Artículo 30. De la estructura de los procedimientos de 

selección. La licitación se efectuará conforme a las siguientes reglas:  

»[…] 
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adjudicación, definido nuevamente una norma especial e imposibilitando que la 

Administración actúe en garantía del ordenamiento jurídico11.  

 Al momento de entrar en vigencia la Ley 80 de 1993 se encontraba rigiendo 

el Decreto 01 de 1984 –Código de lo Contencioso Administrativo–, el cual regulaba 

el régimen general de la revocatoria de los actos administrativos. El artículo 73 

definió que si un acto creó o modificó una situación de carácter particular y 

concreto o reconocido un derecho –como sería el caso de la adjudicación–, no podría 

revocarse sin el consentimiento expreso y escrito del titular, salvo en los siguientes 

casos: i) cuando el acto sea consecuencia del silencio administrativo positivo y se 

evidencie una causal de revocatoria12 o ii) si evidentemente ocurrió por medios 

ilegales13.  

De acuerdo con esto, los actos particulares eran, por regla general, 

irrevocables cuando el titular no otorgue el consentimiento, salvo si se presenta 

una de las causales referidas. Es claro que existía una discrepancia en la 

regulación de la revocabilidad en los estatutos contractuales que estuvieron 

vigentes mientras existió el Decreto 01 de 1984, porque los primeros no admitían 

excepción sobre la irrevocabilidad del acto, mientras que este hacía dos 

excepciones.  

Aunque que el CCA estuviera rigiendo, no hay duda de que la norma 

aplicable al acto de adjudicación era, primero, el Decreto 222 de 1983 y, segundo, 

la Ley 80 de 1993. Por lo anterior, es evidente que este era absolutamente 

 
«11. El acto de adjudicación se hará mediante resolución motivada que se notificará 

personalmente al proponente favorecido en la forma y términos establecidos para los actos 

administrativos y, en el evento de no haberse realizado en audiencia pública, se comunicará 

a los no favorecidos dentro de los cinco (5) días calendario siguientes. 

»El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario […]». 
11 Al explicar la norma, Escobar Gil señaló que la relación que surge entre la entidad 

, y el adjudicatario y que los obliga a perfeccionar el contrato, define el sentido y alcance de 

la irrevocabilidad del acto, lo cual supone que mientras esté vigente no es posible dejar sin 

efectos la decisión.  
12 Las causales de revocatoria se establecían en el artículo 69 del CCA, el cual 

incluyó las siguientes causales: i) cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución 

Política o a la ley; ii) cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten 

contra él y iii) cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 
13 La disposición señaló: «Artículo 73. Revocación de actos de carácter particular y 

concreto.  Cuando un acto administrativo haya creado o modificado una situación jurídica 

de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser 

revocado sin el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. 

»Pero habrá lugar a la revocación de esos actos, cuando resulten de la aplicación del 
silencio administrativo positivo, si se dan las causales previstas en el artículo 69, o si fuere 

evidente que el acto ocurrió por medios ilegales […]». 
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irrevocable, sin que se presentaran excepciones14. Aunque la norma parece clara, 

siendo casi evidente que este acto nunca podría revocarse, Dávila Vinueza explica 

que casos puntuales, cuando la voluntad de la Administración estaba claramente 

viciada, y en vigencia del anterior código de procedimiento, el Consejo de Estado 

permitió excepcionalmente que se revocara el acto de adjudicación, en los términos 

del artículo 73 del Decreto 01 de 1984, si se obtuvo por medios ilegales15.  

La Ley 1150 de 2007 derogó el comentado artículo 30, numeral 11, de la Ley 

80, reemplazando la irrevocabilidad absoluta y definiendo una nueva regla, 

manteniendo el espíritu general de la norma –protegiendo la estabilidad del acto–, 

pero disponiendo de unos eventos particulares donde es admisible que la entidad 

actúe de esa forma, protegiendo prevalentemente el interés de la Administración.  

Así pues, el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 estableció que el acto de 

adjudicación es irrevocables y obliga tanto a la entidad como al adjudicatario; no 

obstante, podrá hacerse si antes de la suscripción del contrato: i) sobreviene una 

inhabilidad o incompatibilidad o ii) se demuestra que se obtuvo por medio ilegales, 

pudiendo aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la 

Ley 80 de 199316.  

En vigencia de la disposición, se expidieron las normas de procedimiento 

administrativo generales mediante la Ley 1437 de 2011. En el artículo 97 se definió 

que, salvo las excepciones legales, cuando un acto expreso o ficto creara o 

modificara una situación jurídica particular o concreta o reconozca un derecho de 

la misma categoría, no podrá revocarse sin el consentimiento previo, expreso y 

escrito del titular. De forma que, si considera que el acto se obtuvo por medio 

ilegales o fraudulentos lo demandará sin acudir al procedimiento previo de 

conciliación y solicitará al juez la suspensión provisional17.  

La ley 1437 de 2011 cambió el régimen general de la revocatoria de los actos 

administrativos, volviéndola más rígida en comparación con el anterior código –

 
14 Así lo explica Colombia Compra Eficiente, quien explicó que la Ley 80 de 1993 

contenía un régimen de revocabilidad más estricto que la definida en el procedimiento 

general, porque el CCA la admitía en dos casos, mientras que el EGCAP no lo hacía ni 

siquiera en esos, pues definía la irrevocabilidad en términos absolutos (AGENCIA 

NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA–COLOMBIACOMPRA EFICIENTE. Concepto C-

524 de 2020).  
15 DÁVILA VINUEZA, Luis Guillermo. Régimen jurídico de la contratación estatal. 3ª 

ed. Bogotá: Legis, 2016. p. 445. 
16 En la norma se estableció: «Artículo 9. De la adjudicación. […] El acto de 

adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo anterior, 

si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del 

mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se 
obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar 

lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993 […]». 
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Decreto 01 de 1984–, e incluso de la Ley 1150 de 2007, porque integró una regla 

absoluta de irrevocabilidad, porque le confirió a la generalidad de los actos 

particulares o concretos completa estabilidad, eliminando la competencia de las 

entidades, salvo que tenga consentimiento expreso, previo y escrito del titular. 

 Esta regla se mantiene incluso en el evento en que el acto se obtuviera por 

medios ilegales –situación que se asimila a una de las causales de la Ley 1150 de 

2007–, caso en el cual solamente se permite que la entidad demande sin agotar la 

conciliación prejudicial y solicitar al juez la suspensión provisional. Aunque el 

legislador le confirió una prerrogativa a la Administración en ese caso concreto, es 

evidente que la facultad es menos ventajosa que la definida en el EGCAP, porque 

se elimina completamente la facultad unilateral y se deja la decisión en un tercero, 

es decir, el juez. También es importante señalar que en la Ley 1437 de 2011, a 

diferencia del Decreto 01 de 1984, tampoco se estableció como excepción los actos 

administrativos producidos por el silencio administrativo positivo; por el contrario, 

incluyó a los actos fictos particulares y concretos entre los que requieren 

autorización para revocarse.  

Ahora, la entrada en vigencia del CPACA supone cuestionar si ocurrió una 

derogatoria tácita del artículo 9 de la Ley 1150, al, posiblemente, regular la misma 

materia. En tal sentido, surge la inquietud de si es necesario aplicar su normativa 

integralmente, no siendo posible, en ninguna circunstancia, revocar el acto de 

adjudicación sin consentimiento previo, expreso y escrito del titular, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 de dicho Código. 

La respuesta parece clara, porque en el EGCAP se definieron procedimientos 

administrativos y normas especiales en materia contractual, las cuales aplican 

preminentemente. La conclusión se fundamenta en varias normas, en primer lugar, 

en lo dispuesto en el artículo 2, inciso 3, donde se estableció que las autoridades 

sujetaran las actuaciones a los procedimientos de ese Código, «sin perjuicio de los 

procedimientos regulados en leyes especiales. En lo no previsto en los mismos se 

aplicarán las disposiciones de este Código». En segundo lugar, en el artículo 34 se 

señaló que las actuaciones se sujetarán al procedimiento administrativo común y 

principal, sin perjuicio de los regulados en leyes especiales.  

En tercer lugar, esa misma lógica se incluyó en la disposición sobre la 

revocación de los actos particulares, pues lo regulado se condicionó a la 

inexistencia de una regla especial, al definir que eso aplicaba salvo las excepciones 

establecidas en la ley, entre las que se encuentran a dos incluidas en el artículo 9 

de la Ley 1150. La misma conclusión es sostenida por Colombia Compra Eficiente, 

al señalar que no puede olvidarse la primera frase del artículo 97 del CPACA, la 

cual significa que la ley puede contemplar excepciones a la regla de la 
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irrevocabilidad en normas especiales, que funcionan sin consentimiento del 

destinatario18. 

Lo mismo sostiene el Consejo de Estado, quien definió que mal podría 

pensarse que existe un vacío en la regulación del EGCAP, permitiéndose acudir a 

las causales y procedimientos de las normas generales de procedimiento. 

Específicamente señaló que: «[…] en su artículo 9º […] se establecieron dos 

causales específicas que podrían dar lugar a su revocatoria directa y, por tanto, 

serán éstas y no […] las contempladas en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, las que puedan dar lugar a su 

revocatoria»19. 

De acuerdo con esto, es claro que las causales de revocatoria del acto de 

adjudicación son exclusivamente las dos definidas en el artículo 9 de la Ley 1150 

de 2007, sin que sean aplicables las dispuestas en el artículo 93 de la Ley 1437 de 

2011. Igualmente, tampoco es posible exigir lo dispuesto en el artículo 97 ibidem, 

porque, justamente, el mismo artículo requiere la autorización del titular salvo 

excepciones prescritas en otra norma, la cual existe. Adicionalmente, es preciso 

señalar que el artículo 9 ibidem no incluye el requisito, estando allí todas las 

condiciones que es preciso cumplir para que proceda la revocatoria.  

 

2. Consideraciones generales sobre la revocabilidad del acto de adjudicación: 
causales y procedimiento   

 

Como se explicó, solamente existen dos causales que habilitan revocar el acto de 

adjudicación, la primera, al sobrevenir una inhabilidad o incompatibilidad y, la 

segunda, si se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales. Aquella tiene 

un alcance participar y determinable, siendo la aplicación de conceptos prácticos 

muy decantados en el EGCAP, mientras que esta presenta más complicaciones, 

porque requiere la definición de un término jurídico indeterminado, implicando que 

la Administración concrete qué es un «medio ilegal» para identificar si un supuesto 

activa la revocatoria de la adjudicación.  

Para analizar la primera causal es clave determinar cuándo se presenta una 

inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente al acto de adjudicación. Según el 

Diccionario de la Lengua Española, «sobrevenir» significa: «1. Intr. Dicho de una 

cosa, Acaecer o suceder además o después de otra». En este caso, implicaría que el 

hecho generador de la causal se configura con posterioridad a que la entidad expida 

ese acto administrativo. En ese orden de ideas, el momento en el que ocurre la 

 
18 AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA–COLOMBIACOMPRA 

EFICIENTE. Concepto C-363 de 2021. 
19 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de 

marzo de 2015. C.P. Hernán Andrade Rincón. Exp. 28.752 
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situación las configura es fundamental, pues de él depende que se esté en el ámbito 

específico de lo sobreviniente.  

Cuando estas sobrevienen después de adjudicado el contrato, pero antes de 

suscribirlo, era complejo en vigencia de la regulación original de la Ley 80 de 1992, 

porque el artículo 9 de la Ley 80 –disposición que regula las inhabilidades e 

incompatibilidades sobrevinientes– no dispone una consecuencia jurídica para la 

situación. Por lo anterior, con la redacción del artículo 9 de la Ley 80 era 

absolutamente cuestionable procedía al presentarse esa situación, pues el acto 

genera la obligación, tanto para el contratista como para esta, de celebrar el 

contrato. Palacio Hincapié señala que, en esas condiciones, la entidad tenía que 

suscribirlo con un sujeto que estaba inhabilitado y proceder a terminarlo 

inmediatamente20. 

Si bien no se está plenamente de acuerdo con la solución que señala el 

doctrinante, porque supondría celebrar un contrato contra expresa prohibición 

legal, esta se referencia para mostrar los inconvenientes prácticos y jurídicos que 

le implicaba a la Administración. Como ya se sabe, actualmente la situación carece 

de relevancia, pues la causal comentada subsanó el vacío. Así, es claro que la 

norma rompe la regla general –la irrevocabilidad del acto–, y determina la 

consecuencia jurídica del hecho analizado, sin discriminar por la calidad del sujeto 

–persona o figura asociativa–: que la prohibición acaezca cuando hay adjudicación.  

Los análisis varían dependiendo de los sujetos que pueden incurrir en la 

situación. En cuanto a las personas –naturales o jurídicas– la consecuencia es 

clara e indiscutible y es la revocatoria del acto. Sin embargo, se presentan 

cuestionamiento respecto de los consorcios y uniones temporales, específicamente, 

qué sucede si le sobreviene la inhabilidad o incompatibilidad únicamente a un 

integrante. La primera postura podría circunscribirse a ceder la participación de 

ese miembro a un tercero, previa autorización de la entidad. La respuesta no es tan 

clara, pues la prohibición que realiza el artículo 9 de la Ley 80 a punto seguido se 

limita a la etapa contractual, al determinar que «[…] en ningún caso podrá haber 

cesión del contrato entre quienes integran el consorcio o unión temporal». 

Eso admite, por lo menos, dos interpretaciones: i) que la existencia del 

contrato solamente es necesaria para la prohibición, es decir, que el integrante del 

consorcio o unión temporal podrá ceder su participación incluso a los otros 

miembros –porque esa parte de la disposición no les aplica– o ii) que el inciso tres 

no refiere a la etapa que transcurre entre la adjudicación y la suscripción, y por 

eso la restricción sobreviniente afecta a los demás integrantes y en conjunto se les 

revocará el acto.  

 
20 PALACIO HINCAPIÉ, Juan Ángel. La contratación de las entidades estatales. 8ª 

ed. Medellín: Librería Jurídica Sánchez R. S.A.S., 2020. 
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La definición del tema no es clara, y en una lectura restrictiva, la norma no 

parece impedir que uno o varios integrantes cedan su parte; sin embargo, esto 

parece carecer de sentido, de forma que la cesión de la participación solo es 

aplicable cuando existe contrato, y, por tanto, en el caso analizado no aplicaría y 

debería revocarse el acto en su totalidad. Esto lo comporte la Sección Tercera 

cuando explica que el comentado es el sentido que se le dará al inciso del artículo 

9 de la Ley 80, y «[…] no aquél según el cual la cesión de la participación en el 

consorcio o la unión temporal a la que se refiere el mencionado inciso se predica 

también en la etapa precontractual». Se aclara que a esta pertenece la adjudicación.  

Una dificultad apenas evidente es la forma en que la entidad se enterará que 

sobrevino la inhabilidad e incompatibilidad. Una forma no tan probable, pero 

posible, es que la entidad vuelva a revisar las bases de datos y los registros 

disponibles y se entere de la situación. Otra posibilidad, que se convierte en 

exigencia legal para los adjudicatarios, es que adviertan si les sobrevino esa 

situación, ante la prohibición expresa de que suscriban el contrato estando incurso 

en una de ellas. La ultima posibilidad es que un tercero le advierta a la entidad del 

hecho, sea un proponente o un tercero interesado –como podría ser el caso de una 

veeduría ciudadana–. 

Por otro lado, como se explicó, para estudiar la segunda causal es 

importante identificar cuándo una adjudicación se obtiene por medios ilegales. 

Este es un concepto jurídico indeterminado que es necesario llenar de contenido 

para su correcta aplicación. En esa medida, se advierte una dificultad considerable 

al momento de aplicar la disposición, porque en cada caso que se presente, la 

Administración tendrá que identificar y decidir si la circunstancia se constituye 

como la obtención por un medio ilegal.   

El Consejo de Estado, al analizar las causales de revocatoria del CCA que 

integraban un concepto equivalente, señaló que esto se refiere a los actos ilícitos, 

donde la voluntad de la entidad está viciada por violencia, error o dolo, pero no al 

acto inconstitucional e ilegal que trataba el artículo 69 del CCA, hoy 93 del CPACA, 

porque si bien se formó sin vicios, contraviene la Constitución o la ley21.  

Palacio Hincapié expresó que el acto al que se refiere el artículo 9 de la Ley 

1150 es aquel que se produjo con fraude, manipulación o por el uso de «artimañas» 

para obtener la voluntad administrativa22. El autor también aclara que no es lo 

mismo un acto con vicios de ilegalidad que aquel adquirido con medios ilegales, 

porque esto requiere que sea el resultado de una actuación dolosa, lo cual supone 

que se anula la libre voluntad del funcionario que expresa la voluntad. En esa línea, 

 
21 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia 

del 16 de julio de 2002. C.P. Ana Margarita Olaya Forero. Exp. IJ 029. 
22 PALACIO HINCAPIÉ, Op. cit., 2020. p. 344. 
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señala como ejemplo, los casos donde se incita la expedición mediante la amenaza 

o violencia, o por medio de engaño, fraude o cualquier maniobra para generar una 

convicción ajena a la realidad. 

En un concepto de la también se señaló un ejemplo de lo que constituye una 

obtención por medios ilegales, siendo la situación donde un adjudicatario oculte 

dolosamente un hecho o circunstancia que sea constitutivo de inhabilidad o 

incompatibilidad, sea por abstención, es decir, no entregar a la entidad la 

información pertinente o por suministrar una falsa, inexacta o incompleta23.  

Como se evidencia, existen varias formas para caracterizar y definir este tipo 

de actuaciones. En todo caso, se considera que no es posible interpretarlo de 

manera extensiva, pues supone una consecuencia gravosa para el adjudicatario, 

por lo que tiene que entenderse con un alcance estricto. Por eso, este concepto se 

ciñe a aquellas actuaciones que implica voluntad y conocimiento del proponente, 

es decir, que está vinculada a acciones fraudulentas, engañosa o capciosa, con la 

intención de que la entidad incurra en un error o evalúe conforme a datos ajenos 

a la realidad.  

En esa medida, los actos no están asociados a situaciones culposas, es decir, 

a situaciones negligentes o descuidas de los proponente, porque en este caso no 

podría decirse que cometió actuaciones ilícitas que se constituyan como medios 

ilegales. Así, que las situaciones están estrechamente ceñidas al dolo, es decir, a la 

voluntad del proponente de que se le adjudique con base en documentos o 

información incorrecta, inexacto o falsa, e incluso, sin ella.  

Finalmente, en el artículo 9 de la Ley 1150 no se definió la forma en que la 

Administración decidirá si se presenta un hecho constitutivo de una causal de 

revocatoria. Debido a la regulación del CPACA –la imposibilidad de revocar 

directamente sin consentimiento–, en el artículo 97 no de definió mediante qué 

procedimiento se adelantaría, sino que se limitó a señalarse que se haría con 

respecto del derecho de audiencia y defensa, aspecto mínimo para respectar el 

artículo 29 de la Constitución. Sin embargo, en el artículo 74 del CCA sí se definió 

expresamente el procedimiento, identificándose que la actuación se tramitaría 

conforme a algunas normas de la parte general.  

En términos generales se concuerda con lo establecido en la derogada 

disposición, siendo necesario que en ambos casos se adelante un procedimiento 

administrativo definido en el CPACA, con el fin de garantizar el debido proceso. En 

esa medida, no se admite lo señalado por Palacio Hincapié, porque no se considera 

suficiente, como lo hace el autor, que la entidad tenga la información o los 

documentos que adviertan la existencia de un medio ilegal. Por el contrario, se 

 
23 CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 15 de 

agosto de 2017. C.P. Álvaro Namén Vargas. Exp. 2.346. 
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entiende imperativo que se le otorgue la posibilidad de controvertir las pruebas en 

que se fundamenta la causal de revocatoria.  

 Se considera imperativo el trámite del procedimiento, porque implica una 

actuación formal de la entidad y una decisión donde se desprovee de un derecho 

al titular. En esa medida, es importante que el adjudicatario tenga la oportunidad 

de demostrar que efectivamente no está incurso en una inhabilidad –pues de 

haberlo estado, así sea un día, la limitación sobrevino– o el medio ilegal no existe 

o no se constituye como tal.  y que la entidad tiene información errada, pues la 

comprobación de su existencia no debería depender de interpretación de ese 

operador, sino de un hecho constatable.   

Sin embargo, lo que no es claro es qué procedimiento es el aplicable, si el 

general o el sancionador del CPACA. Esto no tiene una respuesta unívoca, porque 

no en todos los casos las causales tienen la misma naturaleza, sino que estas 

dependen de los supuestos de hecho que la configuren. Por lo anterior, la 

identificación del trámite dependerá del análisis que la entidad realice, y si 

concluye que eso es una sanción o no. En el caso en el que se analiza si la 

adjudicación se obtuvo por medios ilegales lo es, pues es una situación que el 

ordenamiento reprocha la actuación del oferente; no obstante, en el caso de las 

inhabilidades e incompatibilidades es más complejo, porque en muchas 

circunstancias no sobrevienen producto de una sanción o actuación dolosa, no 

siendo entonces una actuación sancionadora.  
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